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Masiva marcha nacional para terminar con el sistema de AFP  el 21 de agosto de 2016 
 

_______________________________
EDITORIAL 

Sin duda que el movimiento social NO+AFP ha 
irrumpido en la escena nacional y llegó para 
quedarse. La masividad de la movilización en 
Santiago donde se estimó que una multitud de 
más de 400.000 personas se congregaron 
pacíficamente en la Alameda, unida a decenas de 
miles de personas en las regiones, reunió un 
millón de personas a nivel nacional. 
Este movimiento logró modificar la agenda del 
gobierno y la reforma a las pensiones pasó a ser un 
punto central de la labor del último año de gobierno. 
El fracaso del modelo AFP se hizo patente para todo 
el país y sus escasos defensores pretenden mejorarlo 
sin tener hasta ahora una propuesta que presentar. 

Otro tema no menor ha sido el anuncio de las 
pérdidas históricas de CODELCO, que por primera 
vez desde 1972 ha tenido resultados negativos. 

En materia de DDHH, un sector de Expp inició una 
“negociación final” con el gobierno, para lo cual 
entregaron un petitorio de 10 puntos el 19 de agosto. 
En dicho petitorio hay una serie de reivindicaciones 
como becas de educación, mejoramiento del PRAIS, 
bonificación en vivienda, otras que ya carecen de 
actualidad como el fin del secreto de 50 años, pero 
no aparece con claridad cómo indemnizar a los 
Expp, como lo reclama el Derecho Internacional. 

Respecto al artículo 15 de la ley Valech, del secreto 
de 50 años, nosotros anunciamos públicamente que 
su objetivo de impunidad ya lo ha cumplido, es por 
eso que estamos haciendo el refichaje de los Expp 
para actualizar la información que fue entregada a 
esa comisión y poder utilizarla en las querellas por 
tortura que implementaremos próximamente.  

(Sobre estos temas: petitorio y proyecto de ley fin al 
secreto, ver a continuación nuestras declaraciones 

públicas de agosto y septiembre de 2016) 

____________________________________ 
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DDHH: ANALISIS DE COYUNTURA 

Habiendo analizado el petitorio que el CU y otras 
orgánicas de Expp pretenden presentar al 
Ministerio del Interior, nos sentimos obligados de 
expresar lo siguiente: 

1. Lo primero que nos resulta extraño, es el 
ordenamiento de sus puntos. Entendemos que el 
movimiento de huelgas de hambre del año pasado 
y de este año, ha tenido como objetivo “central” 
exigir el pago de una indemnización, de la 
homologación y de la compatibilidad de las 
pensiones de exonerados y Expp, es decir, tratar de  
sacar a los Expp de la miseria económica en que 
sobreviven.  

Por lo tanto nos parece inconsecuente relegar esta 
reivindicación al décimo lugar como si diera 
vergüenza, exigir al Estado de Chile cumplir con los 
tratados internacionales que ha firmado y 
consagrados en el Derecho Humanitario 
Internacional. 

 
Masiva marcha nacional NO+AFP 

2. Si nos detenemos a analizar estos tres puntos, 
indemnización, homologación e incompatibilidad, 
debemos reconocer que la INDEMNIZACION, 
tiene respaldo en la legislación internacional, por 
lo tanto de estos tres puntos, este debería estar en 
el primer lugar. Los otros dos puntos, es decir la 
homologación y la incompatibilidad, pasan a ser 
puntos que entran en el ámbito de la “medidas “ 
que están sometidas a la discreción del Gobierno, 
por lo tanto deben ser mencionadas después de la 
indemnización. 

3. La propuesta de ley de indemnización de la 
UNExPP, avalada por sendos acuerdos de la 
Cámara  de Diputados y del Senado contiene lo 
más esencial para un proyecto de ley aceptable. 
Allí están incluidos, además y completamente, los 
temas de compatibilidad y heredabilidad  (puntos 
4 y 8).  

4. Con respecto al primer punto del petitorio: 
“Término de los 50 años de silencio sobre los 
testimonios Valech. Confidencialidad para 
quienes lo soliciten.” 

Nos referiremos a la primera frase “Término de los 
50 años de silencio sobre los testimonios Valech”, 
consideramos que es muy grave plantear este punto 
de esta forma. Para plantearlo de forma correcta es 
importante que tengamos claro que el artículo 15 de 
la ley 19.992, ha significado impunidad, por lo 
tanto no basta con decir “Término de los 50 años de 
silencio sobre los testimonios Valech”.  

El mejor ejemplo lo tenemos con la Ley Valech II, 
que no se encuentra afecta al artículo 15, por lo 
tanto estos antecedentes están “abiertos”, si 
algún afectado solicita su ficha, no se la pueden 
negar.  

Si algún juez en algún momento solicita algún 
antecedente en caso de derechos humanos,  el INDH 
que es quien los tiene a su resguardo, no puede 
negarse a ponerlo a disposición de dicho 
Magistrado. Pero lo que corresponde que se haga 
para evitar la impunidad, es que no sólo se abran los 
archivos, sino que todos estos antecedentes 
recopilados a través de las dos leyes Valech, el 
Estado los ponga a disposición de la justicia, 
SIN RESTRICCIÓN NINGUNA.  

5. En el ámbito jurídico, cuando se comete un delito 
NO EXISTE “LA CONFIDENCIALIDAD”. Todo 
delito se debe investigar, independientemente de 
la voluntad, tanto del autor del delito como del 
afectado. ESTO ES LO OFICIAL Y LEGAL, que 
cuenta con el respaldo de nuestra legislación y con 
la legislación internacional de derechos humanos. 

Esto de la confidencialidad, es más bien un invento 
del Señor Lagos, como una forma de justificar, el 
haber aplicado el secreto por 50 años y así 
disimular, que todo esto es producto de un acuerdo 
fraguado por él y su protegido, el General (R) Juan 
Emilio Cheyre. No podemos a través de un 
documento que se supone debe resguardar nuestros 
derechos, legitimar los dichos de este señor y que 
más encima contraviene nuestra legislación y la 
legislación internacional de derechos humanos.  

6. Con respecto al punto tres del petitorio, que tiene 
relación con los ex prisioneros indultados en el 
gobierno de Aylwin, conmutados de la pena de 
reclusión por la de extrañamiento, debe dar lugar a 
un proceso de rehabilitación completa, con un 
programa especial de Retorno y reparación que sea 
atractivo para todos los exiliados. No debemos 
olvidar que el exilio existe. Aun, cuando los 
Gobiernos pos dictadura para terminar con este 
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flagelo, les haya cambiado nombre, llamándolos 
ahora “Chilenos residentes en el exterior”. Muchos 
de los exiliados subsisten con serios problemas 
familiares, económicos y de salud, que no les 
permite retornar a Chile sin el apoyo de programas 
de retorno y reinserción.  

7. Consideramos que los temas de salud, educación 
y vivienda, caen dentro de los problemas generales 
del país y contrastan con los privilegios y 
prebendas que favorecen a la "familia militar".  

Debemos participar de las movilizaciones que 
buscan que se cambien radicalmente las políticas 
públicas. Mientras éstas políticas públicas no 
cambien, todo lo que el gobierno pueda o quiera 
ofrecer será solo ponerse a la fila de los indigentes, 
como hasta ahora ha sido el caso de la salud.  

Un ejemplo son los subsidios para la vivienda, a la 
que tienen derecho todos los chilenos, siempre y 
cuando NO TENGAS VIVIENDA. Si posees una a la 
que necesites urgentemente realizarle mantención, 
no te la dan a no ser que seas un caso social 

Esa es la principal diferencia entre un beneficio y un 
derecho, si tienes un derecho, éste debe ser atendido 
y te corresponde independientemente de tu 
situación económica, o social; en cambio los 
beneficios son entregados sólo a quienes cumplen 
con requisitos que finalmente se transforman en 
diferencias discriminatorias.  

Esta es la razón por la cual consideramos que estos 
temas no deberían ser parte de un petitorio de 
indemnización. Ya que sólo sirven para abultar los 
montos y encarecer artificialmente el petitorio y a 
hacer más difícil lograr que éste sea aceptado. 

Finalmente queremos decir que desconfiamos de 
estas conversaciones con el Ministerio del Interior. 
Ellas no son más que resultado de la intención del 
gobierno de detener la huelga de hambre que se 
mantuvo por casi 90 días. El gobierno en la 
disyuntiva de reprimir a los huelguistas para 
terminar el movimiento, como era la propuesta de 
Aleuy, y la intervención de la presidenta del PS, que 
no estaba dispuesta a pagar el costo político de la 
represión, como ya lo pagó con el desalojo, prisión y 
querella contra los huelguistas de la UNExPP que 
ocuparon el local del PS en 2015, lograron bajar el 
movimiento.  

Estas conversaciones, en las que aparece 
nuevamente el CU encabezándolas, sin haber 
participado en la huelga, es una muestra más de la 
intención de enterrar el movimiento de DDHH. El 
actual gobierno de Bachelet no ha cumplido con 
ninguna de las promesas inscritas en su programa 
de gobierno. Es evidente que en el actual momento 

político de extrema debilidad del gobierno, 
particularmente de su Ejecutivo, no podemos 
esperar que atienda nuestras demandas y que baste 
alguna reunión con algún personero para que nos 
den solución. Quien diga eso y se afirme en la 
fracasada mesa de alto nivel para retomar supuestos 
“acuerdos” con el gobierno, no solo miente sino que 
busca engañar a  los Expp y tiende un manto de 
falsas esperanzas que ya lleva casi 30 años. 

Compañeros, nuestras reivindicaciones no son sólo 
justas sino que están respaldadas por el Derecho 
Humanitario Internacional, pero el Estado chileno 
con el gobierno del signo político que sea, es el 
llamado a cumplirlas. Es el Estado chileno quien 
debe terminar con la impunidad y debe reparar a los 
sobrevivientes del Terrorismo de Estado. 

Nosotros mantendremos nuestra estrategia de 
querellarnos judicialmente por torturas. Es cierto 
que esa debiera ser la actitud de cualquier gobierno 
democrático con lo que se multiplicaría el efecto con 
los recursos de los que dispone el Estado, pero pese 
a las dificultades juntaremos la fuerza y la decisión 
hasta lograr nuestro objetivo. 

UNExPP DE CHILE 

Santiago, agosto de 2016 

________________________________ 

 

PROYECTO DE LEY CONTRA EL SILENCIO 
El proyecto de ley que fue presentado al Congreso 
para eliminar el art. 15 de la ley Valech, en 
septiembre, no logró el quorum necesario para ser 
admitido a trámite. Nueve diputados de la Nueva 
Mayoría se abstuvieron o votaron en contra. 
Demostración palmaria que el gobierno no tiene la 
menor intención de avanzar en terminar con la 
impunidad, ni tampoco en la reparación de las 
víctimas de DDHH de la dictadura.  

Al ver esta actitud no nos sorprenderá mayormente 
que el “petitorio Expp”, presentado paralelamente  
al ministro del Interior, quede esperando respuesta 
igual que la “deuda histórica” del Magisterio, o sea 
simplemente quede sin respuesta. 
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Sería interesante escuchar   a los Expp del CU y que 
forman parte del gobierno, entregar alguna 
explicación política a todo esto.  A continuación 
declaración publica de la UNExPP sobre este tema 

DECLARACIÓN PÚBLICA 

Queridas/os compañeras/os, desde  el momento de 
la fundación de nuestra organización, hemos venido 
constantemente denunciando, la falta de 
compromiso y voluntad política de los Gobiernos 
pos dictadura, sin excepción ninguna. Estos 
simplemente NO cumplen con los tratados 
internacionales de derechos humanos suscritos por 
Chile. 

Esta falta de voluntad política, se manifiesta en 
todos los ámbitos que estos tratados abordan. 
Incluyen tanto el ámbito de la justicia civil como de 
la justicia penal. A raíz del esfuerzo que realizamos 
de denunciar, educar y clarificar constantemente a 
nuestras bases las verdaderas razones de la actitud 
de los diversos gobernantes, nos hemos ganado el 
calificativo de “organización mal vista" por los 
diversos Gobiernos de facto. 

Hemos venido exigiendo justicia y denunciando el 
“pacto de silencio” o el “secreto” con que han 
cubierto por más de dos décadas de impunidad los 
crímenes de tortura cometidos por el Estado, 
durante la dictadura cívico militar en Chile. Esto 
cubre el período desde el 11 de septiembre de 1973 al 
10 de marzo de 1990. Hasta el día de hoy estos 
crímenes no se han aclarados, ni mucho menos se 
ha logrado justicia. 

Sin embargo, los porfiados hechos se han encargado 
de corroborar cada una de nuestras afirmaciones. 
Recientemente, un grupo de Diputados presentaron 
un proyecto de ley que permitiera legislar y con ello 
derogar el secreto de los antecedentes que las 
víctimas denunciaron ante la Comisión Valech, de 
modo que éstos sean entregados a la Justicia para su 
posterior investigación y castigo penal.  

Sin embargo en un hecho vergonzoso  pero muy 
explicable cuando nueve diputados de la Nueva 
Mayoría, votaron  por mantener la impunidad y el 
SECRETO. Seis de ellos votaron junto a la UDI y RN 
en contra de la iniciativa, y tres se abstuvieron.  

De esta forma, el gobierno, el Estado, no se verá 
forzado por ley a denunciar los crímenes de tortura 
cometidos durante la dictadura, menos querellarse. 
Se viola así lo que dispone la Convención 
Internacional contra la Tortura y Otros Tratos o 
Penas Crueles Inhumanos y Degradantes.  

Por lo tanto, los criminales siguen contando con el 
secreto compromiso de impunidad, adoptado por 

toda la clase política. De esta manera dejan sin 
sanción los crímenes de la dictadura, sustrayendo el 
tema del conocimiento de la Justicia Penal.  

Es así como queda demostrado que, los torturadores 
cuentan con un sólido respaldo político, no sólo de 
la derecha fascista, sino que también de sectores de 
la Nueva Mayoría. Ninguno de estos grupos está 
dispuesto a “romper” el compromiso de impunidad 
cerrado con los militares.  

No es posible dejar pasar la actitud del PS y PPD 
que hayan sido incapaces de alinear a los diputados 
de sus respectivas colectividades, como lo han hecho 
infinitas veces cuando se trata de sacar leyes que 
van en contra de los intereses del pueblo, como la 
Ley Longueira, por ejemplo. Lo sucedido es un claro 
ejemplo más de cinismo y  en la política. Hacer 
aparecer “que quisieron pero no pudieron” (no 
pudieron romper el pacto de impunidad. 

Por lo tanto consideramos que el resultado de esta 
votación no responde a responsabilidades políticas 
individuales. Aquí hay una responsabilidad política 
como coalición, y como Gobierno.  

 

La Presidente Bachelet, carga con una gran 
responsabilidad, ya que este tema se encuentra 
consignado en su programa. Por lo tanto, la 
iniciativa de legislar debió haber nacido de ella y de 
ella la responsabilidad de exigirles a sus diputados 
respaldar su propuesta como parte de su programa, 
de tal modo de terminar con la impunidad. Sin 
embargo su pasividad ha permitido que esta 
situación no cambie. En resumen aquí hay 
responsables por acción y por omisión, lo que 
finalmente para el resultado del caso da lo mismo. 

Rechazamos tajantemente, la justificación que 
intentan dar algunos parlamentarios de la Nueva 
Mayoría, respecto de su votación negativa o 
abstención, de resguardar el nombre de las víctimas 
que no querían que se conociera su identidad. Este 
argumento inventado por el Ex Presidente Lagos no 
es otra cosa que un embuste para ocultar su innoble 
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e inconfesado  pacto negociado con los militares 
para asegurarles la mayor impunidad. 

Nadie de nosotros pretendía que se ponga los 
antecedentes de hechos de tortura en los medios de 
comunicación, sino que en manos de la justicia. Ya 
que frente a cualquier delito, lo que corresponde es 
que la justicia investigue y persiga la 
responsabilidad de aquel que lo cometió.  

Cuando hablamos de la tortura estamos hablando 
del delito más grave que consignan los organismos 
del derecho humanitario internacional, por lo tanto 
estos hechos deben ser acuciosamente investigados 
y sancionados. En torno a esto, no puede haber 
doble discursos, sin caer en el amparo de la 
impunidad y en la complicidad con los uniformados 
y civiles que estuvieron detrás de tan graves delitos. 

La complicidad de la clase política y la asegurada 
impunidad, que deja sin sanción los crímenes de la 
dictadura, es la que incita, a que todos los ex 
efectivos en retiro de las diferentes ramas de las 
fuerzas armadas, carabineros, investigaciones, y ex 
funcionarios de la DINA, CNI y la Oficina, a 
organizarse y desplegar su costosa campaña 
publicitaria por celebrar "el mes de la liberación de 
la patria". En una asonada neofascista sin 
precedentes, con una feroz embestida 
comunicacional, a vista y paciencia de quienes 
tienen el poder y obligación de terminar con esta 
grave situación. 

Esta es la razón que hace que cobre más 
importancia, la denuncia que hemos presentado 
ante la CIDH, en representación de más de 3.1oo 
compañeros no solo por falta de reparación. Puesto, 
que sobre todo adquiere más importancia la lucha 
contra la impunidad y la presentación de querellas 
criminales en contra de los torturadores, en los 
próximos meses. Advertimos, que nada nos 
detendrá de seguir exigiendo y buscando la justicia 
que se nos debe. 

¡Exigimos justicia en contra de los torturadores! 

¡Basta de impunidad! 

UNExPP de Chile 

Osorno, 11 de septiembre de 2016. 

__________________________________________________ 
 

¿LOS MINUTOS DEL EMPATE? 

Viendo esas imágenes...pienso en mi hermano 
Gastón Fernando Vidaurrázaga Manríquez quien 
estuvo 13 años en clandestinidad en Chile como 
militante del MIR; en el Pepone José Carrasco 
Tapia, nuestro jefe antes del 11 en el MIR de la zona 
centro; en los compañeros del PC Felipe Rivera y 
Abraham Muskatblit a quienes comencé a conocer 

hace 30 años, desde la cárcel de Concepción en esas 
noches de venganza y terror... 

 

¿Qué tienen que ver ellos con los escoltas de 
Pinochet, militares y carabineros fuertemente 
armados que se enfrentaron a comandos del FPMR 
en ese frustrado tiranicidio que originaría esta 
artera venganza?  

¿Qué tienen que ver los escoltas muertos en 
combate con cuatro hombres secuestrados desde sus 
casas y ejecutados en paredones en calles aledañas? 
Secuestrados de madrugada y ante sus hijas e hijos 
pequeños, frente a sus parejas... para ser ejecutados 
de 15, 20 y 30 proyectiles, o sea, con ensañamiento y 
sembrando nuevamente el terror. 

¿Qué hay tras esto? ¿Un intento de empate? En la 
misma Cámara de Diputados que rechazo hace muy 
poco el fin del secreto a los torturadores ya 
identificados en la Valech? ¿Acaso se pretende en 
Chile instalar la teoría de los "dos demonios" de 
Argentina? 

Como decía en vida nuestra madre la ex jueza María 
Yolanda Manríquez: “...no tenemos nada que perdonar 
y hay que seguir con porfía y razón exigiendo justicia, 
verdad y reparación... Unos eran fuerzas de ocupación y 
otros resistentes...y en ello más allá de la coincidencia en 
el día hay una distancia ética, valórica y política para 
nosotros sustancial y permanente. “ 

Gastón, el Pepone, Felipe y Abraham tienen 
espontáneos homenajes desde hace años...muy 
diversos, entre sus compañeros y compañeras, en 
sus familias, rememorando sus intensas vidas. Son 
homenajeados entre jóvenes que los conocen a 
través de quienes los vivieron...como tantos y tantas 
miles.  

Y tengo la certeza y el sentimiento que los 
preferiríamos vivos, entre nosotros, construyendo 
un otro Chile, antes que en pancartas en blanco-
negro y minutos de silencio.  

Ignacio Vidaurrázaga Manríquez  

Santiago, 9 de septiembre de 2016. 
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PULSO SINDICAL N°22: LA REFORMA LABORAL 

Tenemos claro que la ley laboral que entrará en 
vigencia no sirve a los trabajadores, dificulta la 
constitución de sindicatos, hace aún más compleja 
la negociación colectiva y no responde a las 
demandas más sentidas y urgentes de millones de 
trabajadores. 

A pesar de las críticas y reclamos del empresariado, 
esta reforma es pro empresa y en particular de las 
pequeñas.  El discurso del gobierno y su coalición 
(Nueva Mayoría) es que la reforma ayudará a 
millones de trabajadores, en la organización y la 
negociación. 

Tal afirmación no es verdadera y debemos salir a 
refutarla con datos claros, que puedan ser 
entendidos y asumidos por dirigentes sindicales y 
trabajadores organizados y no organizados.  

 

El siguiente dato es fundamental que lo manejemos 
y lo sepamos explicar:  

Las empresas se clasifican según número de 
trabajadores, en pequeñas y micro empresas que 
son el 96,1% del total (1 a 50 trabajadores.), 
medianas 51 a 200 trabajadores) que representan el 
2,5% y grandes (más de 200 trabajadores) que son 
el 1,4% del total. 

Este solo indicador muestra que las reformas no 
sirven a los trabajadores en la gran mayoría de las 
empresas en el país, como no han servido hasta 
ahora. Con suerte estas reformas y la ley en general 
podrían beneficiar al 3,9% del total de las empresas. 

Un buen ejemplo para demostrar que no se persigue 
facilitar la organización es este: Con la ley vigente, 
para constituir sindicato se requiere de un mínimo 
de 8 trabajadores en empresas de hasta 50 
trabajadores y con 51 y más se requiere de 25 que 
representan al menos el 10% de los trabajadores de 
la empresa. 

Con la nueva ley se requerirán 8 trabajadores para 
constituir un sindicato, pero esos 8 deben 
representar, al menos, al 50% del total de los 
trabajadores de la empresa. O sea, antes se 
requerían siempre 8, ahora para empresas con 18 o 
más trabajadores hasta llegar a 50, se requerirá 
siempre el 50% a lo menos, que ya no serán 8. 

Lo que resulta inexplicable, es que con 51 
trabajadores en una empresa pueden constituir 
sindicato 25 ya que representan más del 10% del 
total. 

Entonces? El principal elemento para constituir una 
organización sindical (nº de trabajadores) cambia 
para peor, y afectará al 96,1% de las empresas. 

Por eso debemos hacernos cargo de la obligación de 
educar a los trabajadores en sus derechos. Hay que 
construir sindicatos clasistas desprovistos de los 
vicios actuales en la gestión y luchar, por reformas 
primero y después por el cambio de sociedad. 

Tenemos entonces la obligación de dar un vistazo a 
la nueva ley, encontrar lo malo de la misma y 
amplificarlo para conocimiento de todos, pero 
también debemos fijarnos en aquellos cambios que, 
aunque sea en el papel y sin efecto práctico, 
aparecen mejorando la situación de los 
trabajadores, ya que es por esta vía que el gobierno 
venderá su pomada, contando con el gentil auspicio 
de sus funcionarios en las reparticiones estatales 
que deben difundir esto. 

 

Artículos en apariencia positivos, sin certeza que 
ayudaran a los trabajadores. 

Nota: Los artículos están citados en función del proyecto 
ley del gobierno  

a) Se identifican nuevos actos que pueden tener 
carácter de discriminatorios, artículo 2º C. del T.  

a1) Se incorpora en el artículo 231, el articulo 272 y 
en el artículo 278, un inciso que establece que los 
estatutos sindicales deben resguardar que el 
directorio esté integrado por directoras en una 
proporción no inferior a un tercio (1/3). Esto aplica 
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a sindicatos, Federaciones, Confederaciones y 
Centrales sindicales. 

b) Aumenta de 1 a 3 la cantidad de semanas de 
permiso al año para formación y capacitación 
sindical a directores y delegados sindicales, letra b) 
artículo 250. 

c) Establece que el patrimonio de la organización 
estará compuesto, entre otros, por el aporte o cuota 
sindical ordinaria del ex afiliado que siga afecto al 
colectivo suscrito por la organización y por la cuota 
sindical ordinaria de los no afiliados a los que se 
extendieron los beneficios del colectivo, articulo 256 
(Nota: este derecho no lo tienen los grupos de 
trabajadores que se organizan para negociar) 

 
d) Hay que revisar jurídicamente aquellos cambios a 
los artículos 289 y siguientes referidos a prácticas 
antisindicales (esto porque aparentemente es solo 
ajuste de palabras pero poco de positivo para los 
trabajadores). 

e) Termina con la figura del delegado de personal, 
articulo 302. 

f) Los permisos sindicales pasaran a ser conocidos 
como horas de trabajo sindical, diversos artículos 
del C. del T. son modificados, pero en lo concreto el 
pago sigue siendo de cargo del sindicato y no se 
explicita que se puedan usar cuando se necesitan. 

g) Disminuye a 6 meses el plazo para que desde el 
inicio de actividades se puedan iniciar negociaciones 
en las grandes empresas. Sin embargo aumenta a 18 
meses este plazo en las micro y pequeñas empresas 
(que son la mayoría del total de empresas), articulo 
308. 

h) Las grandes empresas deberán entregar 
anualmente a los sindicatos, balance general, estado 
de resultados y financieros, dentro de 30 días de que 
se encuentren disponibles así como toda otra 
información que estén obligados a de presentan a la 
superintendencia de valores y seguros, articulo 316. 

i) Para negociar y dentro de los 90 días previos a 
vencer el colectivo, las grandes y medianas 

empresas deberán entregar planilla de 
remuneraciones, valor actualizado de los beneficios, 
costo global de mano de obra de los últimos dos 
años. 

Los sindicatos de micro y pequeñas empresas que 
negocien solo podrán solicitar dentro de los 90 días 
previos planillas de remuneraciones pagadas a sus 
socios, valor actualizado de los beneficios y costos 
globales de mano de obra, articulo 317. 

j) La información del artículo 317 deberá ser 
entregada en el plazo de 30 días desde que fuera 
solicitada. Hasta ahora podía ser dentro de los 90 
días desde que se solicitaba, articulo 317. 

j.1) Las micro, pequeña y medianas empresas 
proporcionaran anualmente a los sindicatos de 
empresa, información sobre sus ingresos y egresos, 
que declaren ante el SII, y lo harán dentro de los 30 
días siguientes a la declaración de impuesto a la 
renta, articulo 319  

k) Si un trabajador se desafilia del sindicato o se 
cambia a otra organización tendrá que pagar el 
100% de la cuota mensual ordinaria (ahora es 75%), 
articulo 324. 

l) La vigencia tope de un contrato colectivo baja de 4 
a 3 años, articulo 325. 

m) En la presentación del colectivo las partes deben 
indicar domicilio electrónico, artículo 330. 

n) Si el sindicato tiene afiliación femenina y no hay 
trabajadora en la comisión negociadora se deberá 
elegir a una. Si no es dirigenta gozará de fuero por 
noventa días después de suscrito el instrumento. 
Artículo 332. 

 
ñ) Se podrán incorporar trabajadores al proyecto 
colectivo hasta un plazo de 5 días después de ser 
presentado el proyecto al empleador, articulo 333. 

o) El proyecto podrá presentarse no antes de 60 ni 
después de 45 días previos al vencimiento, pero si se 
presenta antes no quedará nulo, articulo 335. 

p) La empresa contara con 10 días para responder el 
proyecto (ahora son 15), articulo 337. 
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q) Se establece un piso, que será el colectivo vigente 
con los valores a pagar al vencimiento del mismo, 
excluidas la reajustabilidad pactada y beneficios que 
se otorgan solo por la firma, entre otros. Si no hay 
colectivo deben considerarse en la respuesta los 
beneficios que regular y periódicamente se hayan 
entregado a los trabajadores, articulo 338. 

r) El proceso de impugnación (objeciones de 
legalidad) se resolverá en una audiencia citada por 
la Inspección del T. a ambas partes, articulo 342. 

s) El día de la votación de huelga podrá realizarse 
asamblea, articulo 351. 

t) Podrán reincorporarse individualmente los 
trabajadores en huelga siempre que la última oferta 
contenga: a) idénticas estipulaciones que las 
contenidas en el contrato vigente, reajustadas en 
IPC habido entre la fecha del ultimo reajuste y el 
termino de vigencia del colectivo vigente y b) 
Reajustabilidad mínima anual según IPC para el 
período del contrato a partir de su suscripción, 
articulo 358. 

Es probable que existan algunas otras normas 
legales que se vean como positivas, pero lo que es 
indesmentible, es que son mínimas y con una serie 
de trampas que se hace necesario detectar para 
mantener alertas a los trabajadores. 

Lo más importante a tener en claro para explicar a 
las bases, es que en si estos cambios son 
irrelevantes. Pueden ganar titulares de prensa pero 
no ayudan efectivamente a los trabajadores 
organizados y menos aún a los que no lo están. 

No solo esto, también hay varias modificaciones a la 
ley que son regresivas y que tienen como objetivo, al 
menos 2 bastante claros. 

Limitar la gestión y el trabajo de los sindicatos inter 
empresas y Privar a los trabajadores de las pequeñas 
y micro empresas de elementos con los que 
pudieran organizarse y negociar de mejor manera. 

Ciertamente esta ley está hecha para beneficio de los 
patrones de más del 90% de las empresas. 

ELEMENTOS REGRESIVOS QUE MAS RESALTAN 

1.- Se establece que para la constitución de 
sindicatos inter empresas solo podrán actuar como 
ministros de fe, los inspectores del trabajo, articulo 
221. 

2.- Los trabajadores que concurran a la constitución 
del Sindicato inter empresas, solo adquieren fuero 
desde que se realiza la solicitud reservada de 
ministro de fe, para la asamblea constitutiva que 
debe verificarse dentro de los 10 días siguientes de 
la solicitud de ministro de fe, articulo 221, inciso 
tercero. 

3.- Si la empresa tiene 50 trabajadores o menos 
podrán constituir sindicato 8 de ellos, siempre que 
representen como mínimo el 50% del total de 
trabajadores de la empresa, articulo 227. 

4.- Los delegados del inter empresas serán: 1 
delegado cuando haya entre 8 y 50 trabajadores 
asociados (hoy se elige 1 entre 8 y 24 asociados) 2 
delegados entre 51 y y 75 asociados y 3 delegados 
cuando hay más de 76 asociados. (Actualmente de 
25 asociados en adelante se eligen 3 delegados. 
Además deben ser electos en presencia de un 
ministro de fe (aunque no dice que debe ser 
inspector del trabajo), articulo 229. 

5.- Reiterar lo que ya anunciamos en la letra g). Se 
extiende a 18 meses el tiempo para que se puedan 
presentar contratos colectivos las pequeñas 
empresas, las medianas empresas podrán hacerlo a 
los 12 meses. Artículo 308. 

6.- Limita la información contable para negociación 
colectiva que se permitía solicitar en el antiguo 
artículo 315 (de hecho no se exigen los balances 
contables de los últimos 2 años, lo que afectará a las 
medianas, micro y pequeñas empresas, articulo 317. 

7.- Los grupos negociadores solo podrán pedir 
planilla de remuneraciones y actualización de los 
beneficios si hay colectivo vigente, articulo 317. 

8.- La información periódica a las micro, pequeñas y 
medianas empresas es respecto a ingresos y egresos, 
contrastando con lo que se plantea para las grandes 
empresas en el artículo 316, articulo 319 

 

9.- La empresa podrá rebajar el piso, si las 
condiciones económicas así lo justifican, artículo 
343. 

10.- El sindicato podrá en cualquier momento 
solicitar se suscriba instrumento colectivo con las 
bases del piso establecido en el artículo 338, y lo que 
se suscriba durara 18 meses, salvo que la empresa 
haya indicado problemas económicos para no 
otorgar el piso, articulo 344. 

11.- Aprobada la huelga se hará efectiva al inicio del 
quinto día siguiente a su aprobación (hoy es al inicio 
del tercer día), articulo 352. 
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12.- A los buenos oficios se les llamará mediación 
obligatoria, pueden ser solicitados por cualquiera de 
las partes dentro de los 4 días siguientes a la 
aprobación de la huelga (hoy son 2 días), articulo 
353. 

13.- El patrón podrá presentar una nueva oferta 
iniciada la huelga, la que deberá ser votada ante 
ministro de fe dentro de los 5 días siguientes de ser 
presentada. Si se rechaza, después de 5 días podrá 
presentarse una nueva oferta, se sigue el mismo 
proceso y así hasta que se apruebe la nueva oferta, 
artículo 357 bis. 

14.- Las reincorporaciones indicadas en el 358 serán 
factibles para los trabajadores de grandes y 
medianas empresas a contar del décimo sexto día de 
huelga, en las micro y pequeñas a contar del sexto 
día de huelga (hoy es para todos igual al décimo 
sexto día), articulo 358. 

15.- Las partes podrán acordar la suspensión 
temporal de la huelga en el plazo que estimen 
pertinente, (esto no existe en la legislación actual) 
artículo 359. 

MANUEL AHUMADA LILLO 

Santiago, julio de 2016 
 

LA REBELIÓN DE CHILOÉ 

Greenpeace revela evidencia científica que indica 
que el vertido de salmones desató la crisis 
socioambiental en Chiloé 

En Greenpeace explican que el estudio se basa en el 
análisis de las muestras de agua tomadas en las 
expediciones, imágenes satelitales, datos de la NASA 
y los testimonios recogidos en terreno. 

“Sabemos que el Ministro de Economía, Luis Felipe 
Céspedes, permitió a través de las instituciones que 
de él dependen, que las empresas salmoneras 
arrojaran el pescado podrido al océano sin realizar 
un estudio de impacto ambiental que acreditara que 
el vertimiento no tendría efectos tóxicos en el 
océano. El gobierno traicionó a Chiloé, lo sacrificó 
en pro de la industria salmonera”, explicó Estefanía 
González, Coordinadora de Greenpeace en Chile. 

La organización ambientalista denunció claramente 
que “El Gobierno de Chile permitió el vertido de casi 
5 mil toneladas de salmón frente a las costas de 
Chiloé. Hay que recordar que la actual regulación 
sobre acuicultura considera delito el arrojar 
materiales contaminantes al mar. Por esto, el 
Gobierno utilizó como resquicio la Convención de 
Londres, norma a la que Chile está obligado y que 
indica que para el manejo de estos incidentes se 
deben realizar los estudios de los posibles impactos 

ambientales para garantizar que no habría 
afectación del medio marino, los cuales, a la luz de 
los antecedentes, evidentemente no se llevaron a 
cabo en tiempo y forma. 

 

 La rebelión de Chiloé 

Esta fue una decisión deliberada del gobierno que 
además de perjudicar a los más de 150.000 
habitantes de Chiloé que dependen económica y 
culturalmente del mar, dañó unos de los 
patrimonios emblema de todos los chilenos. 
Estamos aquí para exigir que lo que sucedió en 
Chiloé no vuelva a ocurrir nunca más ni aquí, ni en 
ninguna parte de nuestro país”. 

La organización ambientalista se desplazó hasta 
Ancud en Chiloé para dar a conocer el resultado del 
estudio que realizó entre los meses de mayo y 
agosto, revelando que “si bien la evidencia permite 
afirmar que la zona ya estaba afectada por blooms 
de algas, la autorización por parte del gobierno de 
verter casi 5 mil toneladas de salmones desencadenó 
la crisis social y ambiental que vimos en Chiloé. Una 
medida del gobierno tomada apresuradamente, 
desconociendo la regulación nacional y violando los 
compromisos internacionales sobre la materia”. 

En 2015 se utilizaron 557,2 toneladas de 
medicación en una producción de 846.163 toneladas 
(0,066%), según el informe difundido por 
Sernapesca, lo que sería 500 veces mayor a lo 
utilizado en otros países productores como Noruega. 

Con esta enfática conclusión, Greenpeace alertó a 
los pescadores de la isla de Chiloé quienes 
reaccionaron con indignación ante la evidencia 
entregada por la organización ambientalista.  

Ancud, 4 de Septiembre de 2016 

____________________________________
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EL “PUTO PESO” Y LA CAMPAÑA POR DEROGAR LA 
LEY RESERVADA DE LAS FFAA 

Escribe Julián Alcayaga O. 

"Una vez violadas las fronteras... no hay límites", dice el 
aforismo. Consumada la traición, la ignominia y la 
infamia vienen detrás. La privatización de CODELCO 
está en marcha. Este gobierno y este Parlamento son 
puramente instrumentales en tal propósito.  

¡Salvador Allende despierta! Se volvieron locos... 

 
El DL 1.530 de la Junta militar dispone que el 10% de las 
ventas de Codelco, debe ser destinado exclusivamente al 
equipamiento militar de las FFAA. 

 
En mayo de 1999, el candidato presidencial Ricardo 
Lagos Escobar, en una entrevista en EEUU para la 
Revista Latin Trade, declaró: 

"Es muy importante introducir capital privado en 
Codelco para que pueda expandirse. Pero para 
privatizar Codelco tenemos que suspender la entrega del 
10 % de sus ingresos a las fuerzas armadas. No creo que 
ningún inversionista privado esté interesado en Codelco 
hasta que superemos este problema”. 

Han pasado 16 años desde que el candidato Lagos 
expuso ante los inversionistas estadounidenses que 
para introducir capital privado, o privatizar Codelco, 
era necesario con anterioridad, derogar la ley que 
destina el 10% de sus ventas a las FFAA. 

Lagos fundaba su argumento en que ninguna 
empresa querrá comprar Codelco si tiene que 
entregar el 10% DE SUS VENTAS a las Fuerzas 
Armadas. Con esa mochila, la empresa que compre 
Codelco no podría competir con otras compañías 
mineras. 

La derogación de la Ley Reservada de las Fuerzas 
Armadas no es pues un asunto de carácter 
ideológico o político, o de militaristas o 
antimilitaristas, sino una condición sine qua non 
para llevar a cabo el objetivo principal: la 
privatización parcial o total de Codelco. 

A pesar que la derogación de la Ley Reservada no 
requiere quórum especial, y que siempre hubo 
mayoría para hacerlo, hasta la fecha no se ha 
concretado principalmente porque su derogación no 
tiene sentido si a la vez no se privatiza Codelco. 

Este sí es un escollo difícil de pasar, porque para 
privatizar Codelco hay que reformar la Constitución, 
lo que exige una mayoría de dos tercios del 
Congreso Nacional, o sea 25 senadores y 80 
diputados. 

Además, los extraordinarios excedentes que Codelco 
ha entregado al país, –más de US$ 120 mil 
millones–, hacen prácticamente imposible lograr el 
quórum de dos tercios que exige la reforma 
constitucional para privatizar Codelco. Por la misma 
razón no prosperaron los proyectos para derogar la 
Ley Reservada, a pesar de no requerir quórum 
especial. 

Ahora, con la espectacular declaración “no hay un 
puto peso en Codelco”, y luego el anuncio de 
pérdidas por US$ 97 millones en el primer semestre 
de 2016 (pérdidas que se producen por primera vez 
en la historia de Codelco), las transnacionales 
mineras creen que el viento sopla a su favor para 
derogar la Ley Reservada y abrir Codelco al capital 
privado. 

Así, la derogación de la Ley Reservada ha adquirido 
carácter de urgencia, con apabullante publicidad 
mediática y apoyo transversal desde la derecha más 
conservadora hasta los más “progresistas” de la 
Nueva Mayoría. 

La Ley 13.196 o Ley Reservada de las Fuerzas 
Armadas, fue promulgada como ley secreta por el 
Presidente Carlos Ibáñez del Campo en el año 1958, 
y disponía que una parte de las UTILIDADES de las 
empresas de la gran minería, se destinasen al 
equipamiento militar de las Fuerzas Armadas. 

En 1976 la Junta Militar modificó esa ley mediante 
el DL 1.530, y dispuso que el 10% de las VENTAS, ya 
no de la gran minería, sino nominativamente de 
Codelco, debía ser destinado exclusivamente al 
equipamiento militar de las FFAA. A partir de ese 
año nadie se atrevió a sugerir la privatización de 
Codelco. La Ley Reservada es la trinchera que 
defiende a Codelco de su privatización. 

Solo a partir de 1994, a raíz de las pérdidas de US$ 
200 millones de Codelco en mercados de futuro, 
renacieron las propuestas transversales para 
privatizar la Corporación, sin encontrar apoyo 
suficiente en el Congreso precisamente por los 
importantes excedentes que Codelco le entregaba al 
país. 
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Ahora que Nelson Pizarro y sus predecesores Diego 
Hernández y Thomas Keller, “ejecutivos de clase 
mundial”, endeudaron hasta el cuello a Codelco 
dejando la empresa sin un “puto peso”, se generó un 
consenso panorámico de políticos y “expertos”, de la 
derecha conservadora a los “progresistas” de la 
Nueva Mayoría, para derogar la Ley Reservada con 
el pretexto que los recursos hasta ahora destinados a 
las FFAA se queden en Codelco para financiar sus 
proyectos estructurales. 

El Mostrador (03/09) informa que la Comisión de 
Defensa de la Cámara de Diputados, presidida por 
Jorge Tarud, convocó a los ministros de Hacienda y 
Defensa el martes 6, para escuchar sus explicaciones 
con relación a la compleja situación que atraviesa 
Codelco y para abogar en favor de la derogación de 
la Ley Reservada. 

Dice la nota de El Mostrador: 

“Para el diputado Tarud es primordial que el titular de 
Hacienda explique por qué este tema no es prioritario 
para el Gobierno, "ya que de verdad no se entiende que 
no se le ponga urgencia a un proyecto de ley de este tipo 
cuando el presidente de Codelco nos dice que no hay un 
peso, porque el 10 por ciento del presupuesto se va a las 

Fuerzas Armadas”. 

Sostener que si se deroga la Ley Reservada el 10% 
destinado a las FFAA se quedará en Codelco es una 
falacia, ignorancia pura, o ambas a la vez. Si Codelco 
deja de pagar este tributo a las Fuerzas Armadas, 
esa suma se trasformaría en un aumento neto de sus 
utilidades. Por lo tanto tendría que pagar el 69% en 
impuestos al Fisco: 24% de impuesto de primera 
categoría (que el 2018 subirá a 28%), más 40% de 
impuesto del DL 2.398, y 5% de impuesto específico 
o royalty. 

En consecuencia, el 69% (el 73% a partir del año 
2018) del monto de la Ley Reservada no se quedará 
en Codelco sino que pasará directamente al 
Presupuesto Nacional, que financia… el 
equipamiento militar. 

El 31% restante pasaría también al Presupuesto en 
forma de ganancias del dueño, es decir del Estado. 
Sólo una parte ese 31% podría destinarse a la 
recapitalización de Codelco, previa autorización del 
Ministerio de Hacienda. Por consiguiente, es una 
falsedad absoluta, o ignorancia supina, que al 
derogar la Ley Reservada dichos recursos podrían, 
automáticamente, financiar las inversiones de 
Codelco. 

 

 

Hay otros argumentos que, en el pasado y en la 
actualidad, se barajan para justificar la derogación 
de la Ley Reservada. 

1. Se sostiene que si se deroga esta ley, se limitaría 
el gasto en armamento para destinar más 
recursos al gasto social. 

Es un argumento inconsistente: para limitar el 
gasto en equipamiento militar no es necesario 
derogar la Ley Reservada. Basta con modificarla 
para que incluya no sólo un piso para los aportes, 
sino también un techo. Todo lo que sobrepase ese 
techo sería destinado al Presupuesto Nacional. 

La Ley Reservada ya ha sido modificada en varias 
ocasiones, para aumentar el piso de los aportes. 
Nada impide que también se le fije un techo. 

2. Se sostiene que esta ley no permite que el 
Congreso Nacional discuta y apruebe el gasto en 
armamento, ni la prioridad de su distribución 
entre las tres ramas de las Fuerzas Armadas. 

También es un falso argumento: sin derogar la 
ley, solo modificándola, –es una ley ordinaria–, 
se puede establecer que comisiones tripartitas –
FFA, gobierno y Parlamento– planifiquen a largo 
plazo las inversiones en armamento y fijen las 
prioridades entre sus diversas ramas. El 
Congreso Nacional aprueba cada año los 
Presupuestos generales. Por consiguiente, en el 
marco de la misma Ley Reservada se puede 
efectuar el debate parlamentario sobre el gasto 
en defensa. 

3. Otro argumento utilizado para justificar la 
derogación de la mencionada ley dice que es 
discriminatoria para Codelco: “el costo” 
extraordinario de esta contribución la dejaría en 
pésimas condiciones de competitividad frente a 
otras empresas mineras. 
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Históricamente, este argumento no tiene ninguna 
lógica ni sustentación real. Todas las mineras 
extranjeras, hasta el año 2004, declararon pérdidas 
y no pagaron ni un solo peso de impuesto al Fisco, 
salvo Escondida. 

Declaraban pérdidas, aun cuando no pagaban el 
10% de sus ventas a las Fuerzas Armadas. Mientras 
tanto, Codelco nunca dejó de entregar excedentes al 
Fisco, a pesar del tributo del 10% de sus ventas a las 
Fuerzas Armadas. 

 

CODELCO Ventanas 
Ahora bien, es evidente que es discriminatorio que 
este tributo afecte sólo a Codelco. Hasta el año 1976 
lo pagaba toda la gran minería, aunque la base de 
cálculo eran las utilidades y no las ventas. Sin 
embargo, esa arbitraria discriminación es fácil de 
evitar. 

La solución no pasa por derogar la Ley Reservada, 
sino por la extensión del dominio de su aplicación a 
todas las empresas de la gran minería. Así, toda la 
Gran Minería quedaría afecta al mismo tributo del 
10 % de sus ventas en favor de las Fuerzas Armadas. 

Jurídicamente nada impide que este tributo a favor 
de la Defensa Nacional se aplique a las mineras 
extranjeras. Se trata de un tributo autorizado 
expresamente por el Nº 20 del art. 19 de la 
Constitución, y no está afecto a la invariabilidad 
tributaria de la Ley 20.026 de Impuesto Específico a 
la Minería. Por lo demás, es de plena justicia que 
todas las empresas de la gran minería queden 
afectas al mismo régimen tributario como fue el 
caso hasta 1976. 

Así se cumpliría un elemento sustancial del libre 
mercado: la competencia libre, sin trabas y no 
distorsionada. 

Al ampliar la aplicación de la Ley Reservada a todas 
las mineras, el producto del tributo se triplicaría. 
Pero fijándole un techo en la ley, todo lo que 
sobrepase ese techo iría directamente al 
Presupuesto Nacional, aportando recursos para 

satisfacer las diferentes necesidades sociales. Toda 
la nación sería la directa beneficiaria. 

Esta es la ocasión para que la aplicación de la Ley 
Reservada se extienda a toda la gran minería. Tal 
modificación de la ley debe apoyada por los partidos 
y actores políticos que otrora apoyaron al Presidente 
Allende. Incluyendo a los que migraron al PPD, y 
por cierto la Presidente Bachelet. 

En suma, no es necesario derogar la Ley Reservada. 
Ningún argumento a favor de tal derogación tiene 
sustento real. Las cuestiones evocadas pueden ser 
resueltas modificando la ley.In fine, con o sin Ley 
Reservada, el Estado debe financiar el equipamiento 
militar. 

Son las transnacionales mineras las que están detrás 
de la idea de la derogación. Porque miran el 
fabuloso botín: apropiarse de las colosales reservas 
de cobre de Codelco, que representan UN CUARTO 
DE LAS RESERVAS MUNDIALES. 

Las transnacionales mineras no pierden el tiempo. 
Impulsan la idea de la derogación de la Ley 
Reservada, con el concurso de sus esbirros y sicarios 
políticos. El proyecto ya tiene fecha: diciembre 
próximo. El proyecto privatizador cuenta con la 
venia del mismísimo Oscar Landerretche, 
Presidente del Directorio de Codelco: el zorro a 
cargo del gallinero. 

En una noticia del Diario Financiero de 28.08.2016, 
se puede leer: 
"Hay que calmarse un poco con las palabras. Porque 
cuando uno dice privatización significa vender todo 
Codelco y que lo controle un privado. La entrada de 
capitales privados a invertir en Codelco es una cosa 
completamente distinta", dijo el ejecutivo en entrevista 
en radio ADN. Según Landerretche "es perfectamente 
posible tener un esquema en el cual la abrumadora 
mayoría y el control lo tiene el Estado pero tiene 
capitales privados". 

Es claro que derogar la Ley Reservada no es sino la 
puerta abierta a la privatización de Codelco.Una 
traición caracterizada a los intereses de todos los 
chilenos. 
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A 43 AÑOS DEL GOLPE LA FIGURA DE ALLENDE CRECE 
CADA DÍA MAS 

 

 

«En estos instantes pasan los aviones. Es posible 
que nos acribillen. Pero que sepan que aquí 
estamos, por lo menos con nuestro ejemplo, que en 
este país hay hombres que saben cumplir con la 
obligación que tienen. Yo lo haré por mandato del 
pueblo y por voluntad consciente de un Presidente 
que tiene la dignidad del cargo entregado por su 
pueblo en elecciones libres y democráticas. 

En nombre de los más sagrados intereses del 
pueblo, en nombre de la Patria, los llamo a ustedes 
para decirles que tengan fe. La historia no se 
detiene ni con la represión ni con el crimen. Esta es 
una etapa que será superada. Este es un momento 
duro y difícil; es posible que nos aplasten. Pero el 
mañana será del pueblo, será de los trabajadores. 
La humanidad avanza para la conquista de una 
vida mejor. 

Pagaré con mi vida la defensa de los principios que 
son caros a esta patria. Caerá un baldón sobre 
aquellos que han vulnerado sus compromisos, 
faltando a su palabra...[y han] roto la doctrina de 
las Fuerzas armadas. El pueblo debe estar alerta y 
vigilante. No debe dejarse provocar ni masacrar, 
pero también debe defender sus conquistas. Debe 
defender su derecho a construir con su esfuerzo una 
vida digna y mejor». 

 

Santiago, 11 de septiembre de 1973 

  

 SUPREMA AMPLÍA SOLICITUD DE EXTRADICIÓN A 
EE.UU. DE ASESINO DE VÍCTOR JARA 

La Corte Suprema acogió la solicitud del ministro en 
visita Miguel Vázquez Plaza y amplió la solicitud de 
extradición a Estados Unidos del oficial en retiro del 
Ejército Pedro Barrientos Núñez, como 
responsables de los delitos de secuestro simple y 
homicidio de Víctor Jara Martínez y Littre Quiroga 
Carvajal, ilícitos perpetrados en septiembre de 1973, 
en Estadio Chile. 

En fallo unánime la Segunda Sala del máximo 
tribunal –integrada por los ministros Milton Juica, 
Carlos Künsemüller, Haroldo Brito, Jorge Dahm y el 
abogado (i) Juan Figueroa– complementó la 
petición de extradición Barrientos Núñez, realizada 
el 30 de enero de 2013, que solo se basó en el caso 
de Víctor Jara. 

 

 

 

El fallo de la Corte Suprema estimó procedente 
ampliar la solicitud a los delitos de secuestro simple 
y homicidio de Littre Quiroga, de acuerdo al tratado 
de extradición suscrito entre Chile y Estados 
Unidos, y a las normas del derecho internacional 
sobre crímenes de lesa humanidad. 

Publicado el 01 Septiembre 2016 
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